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Defensoria

Provincia de Buenos Aires



                 
        La Plata, 26 de junio de 2017
VISTO, el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, la Ley N°13.834, el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría, y el expediente N° 22800-12293/16,
CONSIDERANDO
Que las presentes actuaciones se iniciaron de oficio ante las dificultades que vienen atravesando todos los habitantes de la Provincia de Buenos Aires que intentan obtener dinero en efectivo de cajeros automáticos, principalmente los primeros días de cada mes y especialmente los empleados públicos que perciben sus haberes a través del Banco de la Provincia de Buenos Aires.
Que representa una obligación del Estado garantizar la ininterrumpida provisión de moneda de curso legal y forzoso, a través de las diferentes entidades que integran el sistema financiero.
Que la Ley 24.144 -Carta Orgánica del BCRA- indica expresamente en su artículo 4, inciso h, como función y facultad del Banco Central, entre otras, la de: “Proveer a la protección de los derechos de los usuarios de servicios financieros y a la defensa de la competencia, coordinando su actuación con las autoridades públicas competentes en estas cuestiones”.
Que en este sentido, se ha evidenciado la insuficiencia del número de cajeros automáticos en el territorio de nuestra Provincia, en especial en el ámbito de las grandes ciudades, teniendo en cuenta que existe actualmente en nuestro país un aumento de usuarios bancarizados y una tendencia hacia la automatización de los servicios financieros, entre otros aspectos.
Que en gran cantidad de casos, la bancarización de los haberes no resulta una opción facultativa con que cuentan los usuarios, sino que les viene impuesta por la legislación vigente en la materia, obligando a los empleadores a depositar mensualmente los salarios en las entidades bancarias para luego ser retirados, a través de los cajeros automáticos, por los empleados y demás trabajadores, resultando usuarios cautivos del mencionado sistema.
Que más allá de las bondades que representa la bancarización de los haberes, la dificultad de acceder al dinero propio por parte de los usuarios constituye una clara afectación a derechos garantizados tanto por la Constitución Nacional, como por Tratados internacionales y la Constitución Provincial, así como al pleno disfrute del derecho de propiedad, los derechos previsionales, el derecho a un trato equitativo y digno.
Que en tal dirección, el artículo 8 bis de la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor, incorporado por Ley 26.361, establece que “los proveedores deberán garantizar condiciones de atención y trato digno y equitativo a los consumidores y usuarios”, en consonancia con el artículo 42 de la Constitución Nacional, pretendiendo evitar situaciones que dificulten, limiten o nieguen sus derechos.
Que dicha vulneración se verifica en el presente caso, teniendo en cuenta las largas filas que se generan para obtener la extracción de dinero, ya sea por falta de terminales de cajeros automáticos, falta de provisión suficiente de dinero en efectivo en los mismos, o por las malas condiciones en que se encuentran algunos de ellos.
Que los objetivos buscados a través de la bancarización de usuarios y el fomento de la automatización financiera, establecidas para descomprimir trabajo interno de las distintas entidades bancarias, agilizar algunos trámites, disminuir el tiempo de espera en las continuas filas, evidentemente no han logrado los resultados esperados.
Que dichos beneficios destinados a los usuarios -no alcanzados debido a la excesiva espera que éstos deben afrontar, la presencia expuesta al rigor climático, la rotura o el indicador de “fuera de servicio” por parte de los cajeros que expenden el dinero- claramente constituye un elemento disvalioso, generador de afectaciones individuales de derechos, que merecen contar con respuestas adecuadas, en base a estudios técnicos que permitan determinar de qué manera brindar soluciones a todos los usuarios bancarios de nuestro territorio.
Que en el marco de las presentes actuaciones se han solicitado informes a Red Banelco, Red Link S.A., al Banco de la Provincia de Buenos Aires, Prisma Medios de Pago S.A. -antes VISA Argentina S.A.- y al Banco Central de la República Argentina, a fin de poder contar con datos oficiales relativos a la problemática en cuestión.
Que en fecha 5 de Diciembre de 2016 se recibió respuesta de Prisma Medios de Pago S.A., detallando la cantidad de cajeros automáticos existentes en cada localidad/partido de la Provincia de Buenos Aires, pertenecientes a las distintas entidades bancarias, existiendo un total de 2.204 unidades.
Que asimismo, se recibió respuesta del Banco de la Provincia de Buenos Aires, informando que el mismo posee 142 cajeros automáticos en C.A.B.A. y 1.542 en toda la Provincia de Buenos Aires, agregando que, para un correcto funcionamiento de los mismos, las marcas de los cajeros recomiendan no cargarlos con más de dos mil billetes en cada uno.
Que en fecha 13 de Junio de 2017 se recibió respuesta del Banco Central, informando que en la actualidad no rigen regulaciones emanadas de dicha entidad que establezcan una cantidad mínima de cajeros automáticos por localidad que deban tener en funcionamiento las entidades financieras, siendo éstas las que deciden la magnitud y localización de la prestación de servicios a través de tal medio.
Que dicho vacío normativo representa una falta de planificación adecuada respecto a la ubicación de los cajeros automáticos, en relación a las necesidades efectivas de los usuarios de servicios financieros, resultando ineludible, en consecuencia, la realización de estudios técnicos que permitan conocer la cantidad de unidades en relación a la población bancarizada existente en cada distrito, fijando también las reglas de carga y recarga de los cajeros, monitoreo permanente de su funcionamiento, entre otros aspectos.
Que la función del Defensor del Pueblo es garantizar el efectivo ejercicio de los derechos de los habitantes bonaerenses, frente a hechos u omisiones de la Administración, de acuerdo al artículo 55 de la Constitución Provincial y lo establecido por la Ley 13.834.
Que de conformidad con el artículo 27 de la Ley 13.834, corresponde emitir el presente acto administrativo.
Por ello,
EL DEFESOR DEL PUEBLO
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
RESUELVE
ARTÍCULO 1: RECOMENDAR al Banco Central de la República Argentina la realización de un estudio  para estimar la cantidad de cajeros automáticos que le correspondería tener a cada entidad financiera situada en las diferentes localidades de la Provincia de Buenos Aires, teniendo en cuenta el aspecto poblacional y el número de clientes con que cuentan aquellas.
ARTÍCULO 2: RECOMENDAR al Banco Central de la República Argentina que disponga las medidas que resulten necesarias a fin que las entidades financieras bajo su supervisión garanticen la normal provisión de dinero en efectivo, así como la extensión y calidad del servicio de cajeros automáticos localizados en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires, asegurando el acceso efectivo de todos los habitantes bonaerenses.
ARTÍCULO 3: Notifíquese, regístrese, y oportunamente archívese.
RESOLUCIÓN N° 50/17.-
